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			Los vecinos sencillos se reúnen y celebran un banquete sagrado y cantan tus alabanzas, santo Término; tú pones los confines de pueblos, de urbes y de extensos reinos. Sin ti todo territorio sería litigioso1.

			OVIDIO, Fastos II, 657-660.

			Territorio es la totalidad de los campos dentro de los confines de cada ciudad; (la palabra) viene, según se dice, de que los magistrados del lugar, dentro de sus confines, tienen el derecho de «desterrar», es decir, el derecho de expulsar del lugar2.

			DIGESTO, 50, 16, 239, 8
(Pomponio, libro singulari Enchiridi).

			
			
				
					1 Conveniunt celebrantque dapes vicinia simplex / et cantant laudes, Termine sancte, tuas / tu populus urbesque et regna ingentia finis / omnis erit sine te litigiosus ager; vid. Rudorff (1997) 11 nt. 4.

				

				
					2 Territorium est universitas agrorum intra fines cuiusque civitatis: quod ab eo dictum quidam aiunt, quod magistratus eius loci intra eos fines terrendi, id est summovendi ius habent.

				

			

		

	
		
			
PREFACIO

			¿Qué hubiera ocurrido si aquella multitud de pastores y aventureros, huidos de sus propias comunidades políticas, una vez alcanzada la libertad o al menos la impunidad bajo la inviolabilidad del templo [referencia al asilo del Capitolio], liberados del temor al rey, se hubieran visto inmersos en los conflictos tribunicios y se hubiesen enfrentado a los patricios, en una ciudad que no era la suya, antes de que los vínculos de afecto de cónyuges e hijos y el amor al mismo suelo, al que nos unimos con el paso de un tiempo prolongado, hubiese cohesionado sus ánimos?1

			Estas palabras de Tito Livio en el comienzo mismo del libro segundo de su obra maestra, Ab Urbe condita (Desde la fundación de la Ciudad), dan forma a una profunda reflexión sobre la función del espacio territorial no sólo en los momentos iniciales del Estado, sino en la posterior consolidación de éste como forma de organización política. El hecho de que en esta narración puedan mezclarse elementos míticos2 con realidades puramente históricas no debe importarnos demasiado, dado que situamos nuestra investigación en la esfera de la historia jurídico-institucional3, ámbito en el que son igualmente aprovechables ambos tipos de ingredientes: también en las leyendas hay un fondo de verdad intemporal y, en todo caso, un substrato en el que han quedado custodiados los principios más profundos de la memoria cultural de toda comunidad.

			Como otros fundadores del mundo antiguo, Rómulo creó un asilo (asylum) en el Capitolio: un lugar de refugio al que acudieron individuos de diversa procedencia deseosos de labrarse un futuro y convertirse en ciudadanos de la nueva ciudad4. Sin embargo, Livio es consciente de que a esa primera función del territorio, como sede y fuente de la comunidad romana deben añadirse, para que ésta pueda darse por terminada, los vínculos que crea el tiempo en la sucesión de las generaciones, de modo que nazca también una unión afectiva y vital con la tierra, un amor por el suelo de la Ciudad5, caritas soli6. El espacio queda de este modo espiritualizado, interiorizado dentro de los lazos inmateriales que forman la Ciudad. De modo que la urbs añade a su dimensión material otra igualmente esencial: la que la convierte en una realidad jurídica y política donde se transforman los hombres en ciudadanos y, por otro lado, el marco topográfico se constituye en un recinto de vida comunitaria construido por el Derecho.

			La reflexión sobre la dimensión territorial de las formaciones estatales —sean éstas las propias del mundo antiguo, como es Roma, sean las que entran dentro de la moderna categoría del Estado-nación— suele ocupar un lugar marginal en los estudios histórico-jurídicos acerca del Estado. A las dudas metodológicas que plantea en un sector de la investigación el propio uso del concepto de «Estado», concluyendo que tal categoría no sería apropiada para describir realidades políticas antiguas como la polis griega o las ciudades itálicas, se suma el hecho de que el territorio suele analizarse desde la perspectiva relevante pero indirecta del concepto de soberanía, sin merecer, por tanto, una consideración teórica centrada en su propia realidad7.

			En nuestro caso partimos de la convicción de que la entidad político-jurídica que denominamos Estado es perfectamente reconocible en el mundo antiguo. No ya sólo en los Estados-ciudad mediterráneos, sino desde al menos el IV milenio a. C., cuando hace su probable primera aparición en Mesopotamia y Egipto. De forma que la constitución estatal romana ni siquiera puede considerarse un inicio absoluto de la forma estatal, dado que tenía importantes y en muchos casos próximos modelos de Estado, los cuales Roma se limitó a reajustar, imprimiendo su sello propio desde las primeras fases de este desarrollo proto-urbano a partir del siglo IX A. C.8

			Roma es el populus Romanus —el conjunto de los ciudadanos (civitas)— , pero también la Urbe (urbs) y su territorio circundante (ager, territorium): ambos divididos en tribus y en otras divisiones, al menos en parte espaciales —como las curias—. Finalmente será un Imperio con vocación ecuménica organizado en provincias —y agrupaciones o subdivisiones de éstas—. Hasta una final homogeneización, producida a partir del siglo III d. C., la estructura territorial romana respetó en su expansión la realidad de las otras ciudades políticamente subordinadas, para las que creó una gama de diversos estatutos jurídicos, en los que se conservó en cierta medida una parte de los mecanismos constitucionales romanos, pues reproducían a pequeña escala el modelo romano: una asamblea deliberante, un Senado y las magistraturas colegiadas y anuales, que ejercían un control sobre el territorio propio de cada una de ellas. Junto a las ciudades, que suponen la pieza esencial de la ordenación territorial, la hegemonía romana respetó también hasta un cierto momento otras entidades como los reinos y los ordenamientos tribales o étnicos.

			Hubiéramos querido ocuparnos en este estudio también de la familia entendida como domus, como sede física en su proyección territorial. No se olvide que los grupos familiares y, en general, los fundados en el parentesco, preceden históricamente al Estado: no es extraño que encontremos algunos paralelismos entre el tratamiento jurídico del espacio dentro de la familia y en el marco de la ciudad. Así, por ejemplo, se constata un parecido entre el espacio de terreno que debe existir entre las casas o campos (ambitus, limes) y el límite que define a la urbs, es decir, el pomerium, frente al territorio que la rodea, ager. Por lo demás, es cosa de sobra conocida que la contraposición entre ager publicus y ager privatus constituye la clasificación esencial respecto a la condición jurídica de la tierra o territorio9. La duplicidad, pública y privada, en las fiestas del dios Terminus confirman esta vinculación en cuanto a la ordenación territorial entre la esfera pública y el mundo de las familias contempladas en cuanto a su sede física y a la tierra atribuida a los particulares. Este aspecto de la investigación tendrá que esperar, sin embargo, a una publicación posterior.

			Así pues, en estas páginas centraremos nuestra atención en el estudio de lo que podríamos llamar los fundamentos de la concepción romana del territorio, desde los presupuestos del Derecho constitucional romano. Una suerte de parte general sobre la relevancia del principio territorial en el ámbito del Derecho constitucional romano, tanto desde un punto histórico como desde un punto de vista institucional. No es nuestro propósito escribir un tratado sobre todas las figuras del Derecho romano que tienen que ver con una dimensión espacial —ni, en particular, ofrecer un estudio específico de la técnica de los agrimensores, un ámbito que cuenta, al menos desde Rudorff, con una literatura especializada y extensa10—. Una tarea que, por lo demás, sería desproporcionada a nuestras fuerzas. El lector interesado puede acercarse al estudio individualizado de tales instituciones utilizando la copiosa bibliografía acumulada sobre cada una de ellas.

			Presentamos, por tanto, una visión de conjunto. Con la finalidad de facilitar una recta compresión global de las realidades jurídicas romanas vinculadas con el espacio, convertido por medio del Derecho en territorio, tanto en el ámbito público como en el privado. Un estudio que habría podido llevar como título alternativo el de Introducción a la topografía11 jurídico-política romana.

			* * *

			Finalmente quisiéramos añadir una reflexión sobre el uso del término/concepto de «territorio», tal como aparece en la literatura especializada sobre el mundo antiguo. Y lo haremos en alguna medida desde una postura crítica frente al que podemos llamar, para utilizar una expresión gráfica, el habitual complejo de inferioridad que nos aqueja muy frecuentemente como historiadores de las instituciones del pasado. Es cosa habitual el que recurramos a teorías más o menos fundadas procedentes de otros ámbitos de la investigación. Nos topamos con un fenómeno paradójico en extremo. El especialista en la Antigüedad (en nuestro caso sobre cuestiones relativas al Derecho romano constitucional) bebe de obras escritas por no especialistas (obras de carácter ensayístico o filosófico, a veces de escaso o nulo contenido jurídico) y luego se apresura a utilizar ese material como elemento de prestigio para construir su propia argumentación. Este periplo produce por regla general daños casi catastróficos. El resultado final, más que unir en una feliz síntesis parcelas de investigación inicialmente alejadas, termina en una separación aún más intensa. En las obras de tipo general que tienen que ver con las instituciones, el mundo antiguo se utiliza en muchas ocasiones como un campo donde desplegar la personal imaginación12, para luego establecer el típico y previsible argumento evolutivo que culmina en el nacimiento —siempre muy tardío— de las categorías estudiadas, normalmente apelando a la autoridad de autores tan alejados de la Antigüedad como quien pretende descubrirlas. Muchas obras generalistas sobre el origen del Derecho, de la familia, del Estado, de la infancia, del amor conyugal, de variadas instituciones económicas, religiosas o jurídicas, se han escrito de acuerdo con este esquema. Y son obras, eso es lo peor de todo, que suelen gozar de una general aceptación. Producto, me parece, de la confluencia de las carencias del autor (que facilita la comprensión y la circulación de la tesis propuesta) y de la ignorancia (siempre disculpable) de los lectores.

			Decimos esto —para ir concretando nuestra argumentación— porque no es preciso esperar a los siglos XVIII o XIX13 para ver nacer el concepto de territorio, como plantea Stuart Elden14 y acepta candorosamente Ch. Smith15. El territorio (dejando ahora aparte el hecho evidente de su propia etimología y el uso de la palabra en latín16) pertenece al ámbito de lo que podemos llamar los universales jurídico-políticos: categorías que, de una forma u otra, con las lógicas y obvias diferencias entre diversos tipos de organización humana, aparecen necesariamente en todas las culturas —cuando llega su momento, claro—17. No resulta razonable seleccionar un sentido muy restringido o particular de cada una de estas categorías para luego concluir que hasta el período histórico en que tales peculiaridades aparecen, el territorio (que es de lo que estamos hablando —u otra noción—) no ha hecho acto de presencia. Por si fuera poco, entre el caso de Roma y el concepto moderno occidental, la continuidad se hace evidente, casi luminosa, para quien sepa verla, puesto que como se refleja en el texto de Pomponio, D. 50,16,239,8 y en otros muchos18, el territorium romano, lejos de constituir la categoría evanescente que se le asigna por parte de Elden y Smith, se halla esencialmente vinculado con la idea del límite de las competencias políticas de los magistrados, que es tanto como decir, utilizando la terminología moderna, con la idea de soberanía. La propia insistencia de las fuentes romanas en la noción de límite, de confín, de términos (limen, limes, finis, termini) y otras semejantes (como pomerium, imperium domi, imperium militiae), da cuenta de la claridad con la que la delimitación territorial formaba parte esencial de su organización jurídico-política, proyectada sobre el espacio en el ámbito público y en el privado. Si a ello se añade que de acuerdo con los resultados de la más reciente arqueología, Roma conoció una forma política proto-urbana, es decir, proto-estatal, desde el siglo IX a. C., cualquier género de dudas debe quedar disipado, porque, conforme a lo que repetiremos a lo largo de estas páginas, el control del territorio, el establecimiento de una estructura centralizada respecto a éste, se alza como el rasgo característico de toda forma estatal19.

			Los esfuerzos por conseguir una delimitación precisa del territorio, en el ámbito público y en el privado, fueron una constante de la mentalidad romana, tanto en su vertiente religiosa como constitucional (vinculadas ambas por la aplicación en este campo del Derecho augural y el saber técnico de los agrimensores)20. En un plano aún más general, la idea de libertad se encontró siempre asociada a la categoría de limitación21. Cabe decir que la propia idea de límite y la consciencia de su carácter esencial fue un rasgo característico de la forma romana de ver las realidades humanas22.

			
				
					1 En ésta y en otras citas de la obra de Tito Livio utilizamos la versión española de la Gredos, de J. A. Villar Vidal, con algunas modificaciones. Livio II, 1, 4-5: Quid enim futurum fuit, si illa pastorum convenarumque plebs, transfuga ex suis populis, sub tutela inviolati templi aut libertatem aut certe impunitatem adepta, soluta regio metu agitari coepta esset tribuniciis procellis, et in aliena urbe cum patribus serere certamina, priusquam pignera coniugum ac liberorum caritasque ipsius soli, cui longo tempore advescitur, animos eorum consociasset?

				

				
					2 Sin que ello suponga aceptar la tesis de Niebuhr sobre la existencia de una suerte de epopeya romana de la época más primitiva; una crítica de la metodología de Niebuhr, de la insuficiencia de su comparativismo y del uso de lo que puede llamarse arte divinatoria: Tondo (1981) 3-23. Sobre la reutilización por Niebuhr de la teoría de los carmina (poemas épicos) como fuente de la tradición romana primordial, planteada anteriormente por Perizonius: Momigliano (1993) 197-213; Momigliano, en The Cambridge Ancient History (2006) 88-89; Cornell (1999) 29-30.

				

				
					3 Se trata de una posición metodológica bien asentada entre los autores desde que fuera respaldada por Rubino y por Mommsen: la tradición romana es más segura para trazar las líneas maestras de la historia constitucional que para la historia política y militar: Momigliano (1993) 204; Tondo (1981) 19.

				

				
					4 Dionisio de Halicarnaso II, 15, 4; Plutarco, Rómulo XVII, 2.

				

				
					5 Vid. Ch. Tsitsiou-Chelidoni, Ecquando communem hanc esse patriam licebit? (Liv. III 67,10): Livius’ Geschichte als Einheitsstiftender Faktor, en Urso (2008) 212.

				

				
					6 Una caritas soli que coincide con el amor (caritas) a la patria: Cicerón, Post reditum ad quirites 4: Isayev (2017) 399.

				

				
					7 Ello no quiere decir que territorio y soberanía deban quedar separados; sólo que el tratamiento del territorio merece junto con éste otros tipos de aproximación teórica e histórica.

				

				
					8 Peroni (1996) 4; 478-502.

				

				
					9 Capogrossi Colognesi (2000 a) 14.

				

				
					10 Una introducción a este tipo de estudios en: Capogrossi Colognesi (1994) 322-341; L. Capogrossi Colognesi, I gromatici nella storiografia dell’Ottocento, en Behrends-Capogrossi Colognesi (1992) 9-25; Tassi Scandone (2017) 1-31.

				

				
					11 Magdelain (1995) 54, subraya la importante función de la topografía en la estructura social de los tiempos más antiguos de Roma; existe una verdadera «sacralización» del territorio debida a la eficacia decisiva de normas jurídicas de contenido religioso (básicamente, aunque no sólo, el Derecho augural) reguladoras de la ordenación del espacio ciudadano.

				

				
					12 Normalmente asignándole una cierta incapacidad de abstracción y ciertas dosis de anacrónico primitivismo.

				

				
					13 Una posición muy matizada, pero cercana también a esta defensa de una discontinuidad radical entre el mundo antiguo y el moderno, posterior al de la Paz de Westfalia de 1648, en relación con el concepto de territorio, se admite en el muy documentado y admirable libro de Isayev (2017) 12; 179; 370; 377; vid. también Smith (1993) 11.

				

				
					14 S. Elden, The Birth of Territory, Chicago, 2013; un punto de vista que no es original: vid. Veyne (1976) 770 nt. 8.

				

				
					15 Smith (2017) 11.

				

				
					16 Vid., por ejemplo, D. 50,16,239,8 (Pomponio, libro singulari Enchiridi).

				

				
					17 En un sentido semejante se expresa Nörr (1996) 32, en el contexto de su estudio de la rendición o deditio: «Podemos especular y con el apoyo de la antropología presumir que los actos de capitulación forman, si se me permite la expresión, un universal».

				

				
					18 Pertenecientes al corpus de los agrimensores y recogidos en Rudorff (1997) 21, con específica alusión al lazo entre territorio y soberanía; también en su tratamiento de las controversias de iure territorii en pp. 124 y 125; vid. igualmente en Campbell (2000) 550, las referencias al territorium en el índice de palabras latinas.

				

				
					19 Vid. Yoffee (2007) 45-53; Trigger (2007) 104-141; Colonna (2005) 1.887-1.888; Carandini (2011) 249-260.

				

				
					20 O. Behrends, Bodenhoheit und privates Bodeneigentum im Grenzwesen Roms, en Behrends-Capogrossi Colognesi (1992) 210-211; Tassi Scandone (2017) 39, sobre las consideraciones teóricas vertidas en su obra por Higino Gromático, Constitutio limitum: Tassi Scandone (2017) 39. Sobre la separación entre el saber de los augures y la técnica de los agrimensores, probablemente vinculada inicialmente con los arúspices de procedencia etrusca: Valeton (1895) 21-23.

				

				
					21 Schulz (1990) 163; Wirszubski (1968) 6, sobre su contraposición a licentia y su relación con el principio de legalidad; Crifò (1996) 49-50: dos formas de libertad; la de hecho (correspondiente a la griega eleutheria) y la establecida por el Derecho (correspondiente a la idea griega de autonomia).

				

				
					22 Latte (1976) 41; Rykwert (2002) 81.

				

			

		

	
		
			CAPÍTULO I

			
 TERRITORIO Y ESTADO. MATICES DE UNA RELACIÓN NECESARIA

			Al emprender los estudios sobre el nacimiento y desarrollo del Estado en el mundo antiguo —y específicamente en el caso de Roma— la investigación se enfrenta a una primera dificultad, cuando estos estudios procuran centrarse —como es el caso— en la vinculación entre el Estado y el territorio, un nexo que, por una parte, se manifiesta como necesario, pero que, por otra, plantea diversos problemas a quien se acerca a esta materia. Es evidente que el triunfo progresivo del principio territorial es la marca de toda formación estatal. El Estado —en todas sus manifestaciones históricas sean del tiempo que sean— se diferencia de otras formaciones político-jurídicas precisamente porque constituye una organización que se articula prioritariamente ordenando una base territorial, centralizando una estructura de poder regional que ya no es la propia de las sociedades fundadas en el principio del parentesco1. La centralización y la ordenación política de un territorio constituyen los rasgos esenciales que marcan el tránsito hacia las formas estatales. Si no existe un ordenamiento institucionalizado, apoyado en los principios de centralización y jerarquía, como mecanismos de poder territorial, no hay Estado. De algunos aspectos de este problema nos ocupamos en nuestra aportación Origen del Estado en Roma y a ella debemos ahora remitirnos. En las páginas que siguen nos proponemos tratar el problema concreto que consiste en delimitar la función del territorio en la concepción de Estado romano, su relación con otras categorías constitucionales y en trazar algunos puntos de encuentro entre esta concepción antigua y los modernos planteamientos que se han ido acumulando en la historia de esta cuestión.

			En la que se puede considerar la teoría moderna acerca del Estado, éste aparece constituido por tres elementos2: la población, el territorio y la soberanía3. El poder soberano se ejerce tanto sobre la población como sobre el territorio o, dicho de otra forma, sobre la comunidad humana asentada dentro de los límites que marcan las fronteras estatales. En la conocida formulación de Jellinek4: «un poder independiente, originario, en el sentido de que proceda de sí mismo, es decir, cuya organización descanse en leyes propias, sin que importe el contenido concreto que ese poder tenga. El contenido de este poder de dominación es completamente indiferente para su existencia. Allí donde haya una comunidad con un poder originario y medios coercitivos para dominar sobre sus miembros y su territorio, conforme a un orden que le es propio, allí existe un Estado».

			Es la comunidad estatal la que convierte el espacio, la «tierra» en sentido amplio, en territorio, es decir en un ámbito físico sometido al poder político estatal. A este control supremo (que denominamos en la actualidad preferentemente como soberanía) se subordinan otros poderes territoriales5 de signo político (entidades tales como provincias o municipios, por citar sólo dos ejemplos6). También hace posible otro tipo de dominio subordinado como es la propiedad privada de la tierra en manos de familias y particulares, los cuales ven a un tiempo reconocido y limitado este derecho, pero sólo porque su propia existencia y durabilidad depende en última instancia de la protección superior que ofrece el poder político estatal.

			Interesa destacar en todo caso con Jellinek, que el poder efectivo sobre el territorio que ejerce el Estado a través de sus órganos de gobierno es imperium, soberanía, poder de mando, y no simple dominium7 (como si se tratara de un derecho real de propiedad general), dado que la misma propiedad, incluso la de titularidad estatal, se apoya en su último fundamento en el poder político del Estado, sin el cual ningún derecho subjetivo puede perdurar8. En todo caso, el Estado se identifica prioritariamente con un conjunto unificado, una comunidad que ejerce un control —maiestas, imperium, potestas— sobre sus miembros y sobre el territorio, se entiende que por medio de sus órganos de gobierno y el empleo, en su caso, de la violencia legítima.

			A la luz de estas consideraciones pueden leerse las conocidas palabras de M. Weber: «El Estado es aquella comunidad humana que, dentro de un determinado territorio —el “territorio” es un elemento distintivo— reclama para sí (con éxito) el monopolio de la violencia física legítima»9. Esta definición, sin embargo, no destaca suficientemente el aspecto de la ciudadanía —básico en el caso de Roma—. En ella se subraya más bien el mecanismo coactivo sobre la población10 de un determinado territorio y por ello puede afirmarse que su concepción del Estado no se corresponde con el modelo romano, en el que el Estado se identifica con una constitución de la ciudadanía, constitutio civitatis.

			El Estado se define por su vinculación con un territorio, pero su esencia no es otra que la de un grupo humano organizado jurídicamente de una manera particular. Esta consideración, a riesgo de ser reiterativos, ha de quedar formulada con la suficiente rotundidad: el Estado es primordialmente una comunidad, dotada de una peculiar estabilidad institucional. Quiere decirse que la yuxtaposición de elementos para describir la esencia del Estado (población o pueblo, territorio y soberanía —maiestas, imperium—), si no se tienen en cuenta estos matices, lleva a una inevitable confusión, porque no capta la unidad estructural de la forma estatal, que no es otra que la propia de todo ordenamiento jurídico, género al que pertenece la categoría «Estado»11. Éste es a la vez el producto político de un desarrollo histórico y un entramado de instituciones.

			El Estado se manifiesta como un grupo humano identificable empíricamente, pero al mismo tiempo puede ser conceptuado como una estructura organizativa que es la misma comunidad observada desde el punto de vista de los resortes que explican su funcionamiento, basado en principios tales como el de centralización y el de jerarquía.

			Ello no quiere decir que la formación estatal posea una naturaleza dual: sociológica cuando se observa en su expresión empírica; y jurídica cuando se pone el foco de atención en su configuración interna12. Creemos que estas razones aconsejan situar como noción determinante el repetido concepto de comunidad. En él se unifican ambos aspectos y se concilian posturas que en el fondo no son sino puntos de vista absolutamente coincidentes. En toda comunidad emerge una existencia «fáctica»: el darse ésta en la realidad del tiempo y del espacio, en su devenir histórico, en la trama de los acontecimientos que tejen su vida colectiva, en la suma de las relaciones entre sus miembros y de éstos con grupos externos. Al mismo tiempo, toda comunidad se configura como una organización jurídica, posee una estructura constitucional, que es esencialmente jurídica, integrada por el conjunto de las instituciones que hacen posible su existencia. Esta reflexión se aplica paradigmáticamente al Estado.

			Como consecuencia de las reflexiones anteriores conviene precisar que el territorio no constituye en sentido estricto una «parte» del Estado, dado que éste es en todo caso una realidad política estructurada jurídicamente, cuyas partes en todo caso son los ciudadanos [en un sentido diverso al moderno, porque al menos en la época más antigua (arcaica) se entienden incluidas las generaciones pasadas e incluso los dioses13 tutelares]. El territorio se nos presenta como el espacio sobre el que se proyecta la actividad de los miembros de la entidad estatal. La relación entre comunidad y territorio no es sino una modalidad de la relación general del ser humano considerado individual o socialmente con el entorno natural. El propio ser humano, entendido en su corporalidad, forma parte de la naturaleza, de la vida natural, sometido a las limitaciones del tiempo y del espacio. Apelando a la conocida visión de Arendt14 que articula la condición humana en las actividades de la labor, el trabajo y la acción, cabe decir que con la primera de ellas, la labor, el ser humano (animal laborans) se inserta y participa del proceso biológico; se esfuerza por asegurar la supervivencia en su ámbito natural. A la labor se suma el trabajo (homo faber), que da lugar a un mundo artificial de cosas e instrumentos, trascendiendo así la pura actividad cíclica de la labor. Sobre la labor y el trabajo emerge la acción, que es el ámbito de la política (el hombre como animal político), en el que puede desplegarse la libertad: en los tres niveles la actividad humana requiere de un escenario físico, aunque crecientemente transformado e idealizado. Una vez surgido el Estado, el principio de territorialidad15, que de una forma más o menos difusa siempre acompaña a la vida humana y que ya estaba presente en las formaciones políticas —aún no políticamente centralizadas— que preceden al Estado, se «solidifica», se hace compacto, por decirlo de alguna manera, como lo hace paralelamente la población cuya densidad demográfica aumenta en la medida en que lo hace el progreso de las técnicas agrícolas y de pastoreo. Y en esta transformación general del «mundo humano» se sitúa evidentemente la transformación del espacio físico en territorio como presupuesto del Estado, de una forma parecida a lo que ocurre en la génesis del «paisaje», contenido de un juicio estético, allí donde inicialmente no existe sino un conjunto de elementos físicos ajenos en sí mismos a cualquier valoración estética e incluso a cualquier tipo de consideración unificada.

			Por lo tanto, como consecuencia de la emergencia de la comunidad estatal, el espacio, presupuesto de su génesis, experimenta una transformación: el puro espacio físico es ahora territorio delimitado, dividido, objeto de diversos tipos de derechos públicos y privados. Éste es el resultado del impacto16 de la organización jurídica de la comunidad estatal y de la consiguiente actividad física que esta comunidad lleva a cabo sobre un espacio que ya no es puramente «natural», sino que se configura como «espacio público», sometido a las exigencias de la vida político-jurídica y económica de la comunidad. Lo explica muy bien M. J. Castillo Pascual:

			La relación que existe entre «espacio» y «territorio» es evidente, ambos están englobados por el «medio geográfico» que es la suma del «paisaje explotado» más el «paisaje natural»; pero el primero es un concepto genérico, amplio y polivalente, mientras que el segundo es más estricto y concreto. El espacio es la base física sobre la que se asienta el territorio, que cualifica a su vez el concepto de espacio, delimitando y concretando su significado: el «espacio territorial». En cambio, el territorio [...] es un espacio socializado y culturizado en el que transcurren las relaciones de las sociedades humanas y es, al mismo tiempo, un producto de ellas. De esta manera, el estudio del territorio y de su ordenamiento o semantización se convierte en fundamental para conocer y comprender el proceso histórico de una comunidad, porque es el resultado del sistema de relaciones establecido dentro de la misma y juega, además, un papel determinante en la configuración de su sistema cultural17.

			Volvamos sobre el problema de la naturaleza del Estado en su vinculación con el territorio, para terminar de perfilar nuestro punto de vista. Utilizaremos para ello algunas consideraciones tomadas de S. Romano, en concreto de su reflexión sobre la noción de «realidad jurídica», realtà giuridica, contenidas en su Frammenti di un Dizionario Giuridico18, porque nos parecen muy clarificadoras y pueden ayudar a despejar el camino de nuestra posterior investigación. El nacimiento de un Estado supone la creación de un nuevo ordenamiento jurídico, la creación de una realidad jurídica que antes no existía, jurídica porque «el Derecho es su alma y su principio vital».

			No se trata de una realidad fundada en la ficción (como defiende un sector doctrinal desde hace siglos para las llamadas personas jurídicas), ni de un mero reconocimiento de una realidad de hecho, al gusto de las teorías sociológicas u orgánicas. Hay que ser muy cuidadosos con el modo en que se habla en este ámbito de abstracción. Es afirmación común señalar que el Estado —y otras formaciones políticas o sociales— son entidades ideales, abstractas. Sin embargo, como subraya Romano, es menester distinguir el concepto de las realidades concretas indicadas por aquél. Es decir, evidentemente el Estado como concepto es una abstracción (como lo es también la familia u otras corporaciones; todos los conceptos son abstractos, como enseña la gnoseología). Pero son realidades concretas, existentes de forma individualizada, cada uno de los Estados, cada una de las familias u otras corporaciones. Por tales motivos apelar a la abstracción no añade ningún conocimiento, puesto que todas las figuras jurídicas son necesariamente abstractas si aludimos a ellas de forma general, es decir, como conceptos.

			Hechas estas precisiones, conviene añadir que el uso del término «abstracto» para designar determinadas formas estatales suele aludir —de manera poco clarificadora— a una determinada idea de Estado, que no sería la propia de Roma sino la derivada de la filosofía política europea del siglo XIX, sobre todo la de lengua alemana, influida por el idealismo de manera tal que se llega inevitablemente a la conclusión de que no existen los Estados como realidades singulares, históricas, sino que cada Estado es igualmente una abstracción. Es esta vía filosóficamente idealista la que ha abierto las puertas a graves distorsiones en la filosofía política, conduciendo casi de manera necesaria a la configuración del Estado totalitario.

			Es también este idealismo filosófico el que ha contaminado desde muy pronto el concepto concomitante de nación, definitivamente mal interpretado por toda la gama de nacionalismos que ha conocido y conoce Europa. Porque también en la idea de nación ha predominado el mismo tipo de «abstracción» que se ha impuesto en la interpretación de la naturaleza del Estado. A un Estado «abstracto» se ha superpuesto la Nación concebida no como una forma de designar al conjunto de los miembros de la comunidad (su sentido recto o, al menos, el más aceptable)19, sino como una entidad mística, como un dios excluyente que aspira al reconocimiento de la inmortalidad, como una entidad dotada de espíritu o de alma20, que es también el que se atribuye al pueblo21. En este caso, no ya la filosofía idealista, sino las vicisitudes históricas que llevaron a la unificación de la «nación alemana» ayudaron a la configuración de esta idea de nación como sujeto unitario y antecedente genético del propio Estado. A veces no como un antecedente sino como un competidor. Frente al Estado-ciudad y su principio de fundación, surge un Estado-nación valorado como una entidad intemporal, que de una manera u otra ha estado presente desde siempre. Por lo que respecta a Alemania, en esta reconstrucción de la nación a medio camino entre lo mítico y lo etnográfico ejerció una influencia muy importante la recuperación en el siglo XV de la Germania de Tácito22, obra de la que nos ocuparemos más adelante.

			Cerremos este excurso (aunque volveremos sobre el espíritu del pueblo enseguida y después sobre la nación) y retomemos el hilo de la argumentación anterior: si bien el Estado como concepto no puede ser sino abstracto, cada Estado sí que posee una existencia real, histórica, espacio-temporal, concreta. Una existencia real que es jurídica. Porque como afirma Romano, «el Derecho crea verdaderas y propias realidades que sin él no existirían»23 y continúa diciendo que las realidades jurídicas son creaciones ex novo, es decir, no derivadas simplemente de atribuir a una entidad preexistente unos caracteres jurídicos. Sin embargo, no son creaciones ex nihilo («de la nada»), porque surgen de un substrato material de cuya reelaboración nace la nueva realidad elaborada por el Derecho. Podríamos añadir que, en el mundo de los hombres no existe un proceso gradual que va desde lo fáctico a lo jurídico. Ambos planos, el fáctico y el jurídico, observados desde el punto de vista más general, son coetáneos y poseen un estatuto ontológico distinto. La gradualidad que nos interesa es la propia de las realidades jurídicas, al igual que existen procesos formativos naturales que presuponen la materia. La historia de los hombres sobre la tierra, su historia social, no puede concebirse fuera de parámetros jurídicos.

			La novedad consiste en la configuración jurídica de un grupo humano que, adoptando una determinada organización, cuando se dan las circunstancias apropiadas, se convierte en un Estado. Apelando de nuevo a la idea de comunidad, nos parece que el enfoque correcto de la cuestión debe perseverar en la relativa separación entre territorio y Estado. Ambas son realidades jurídicas, por completo interconectadas, pero distintas. Cada Estado es una determinada comunidad con rasgos específicos que proyecta su organización y su poder sobre un territorio. Siempre que no se llegue a su extinción completa, el Estado sobrevive a las modificaciones de su ámbito territorial, mostrando así la necesidad de mantener una relativa separación de ambas categorías. Ahora bien, el Estado necesita una cierta base territorial (un espacio del que surge un territorio). Precisamente se habla de Estado cuando una comunidad organizada lo está sobre criterios predominantemente territoriales, que la diferencia de otros tipos de comunidades políticas.

			La realidad jurídica del Estado se constata no sólo en su peculiar actividad política sobre el espacio transformado en territorio estatal, sino también en el carácter de la propia comunidad, la cual, al menos inicialmente —como antes quedó apuntado— se integra no sólo por los ciudadanos presentes, sino también por los antepasados24 e incluso por los dioses, considerados como miembros del Estado, al igual que lo son de los diversos grupos familiares. La descripción de estos rasgos (podrían añadirse otros varios) de la comunidad estatal revela la verdadera naturaleza de ésta, que es —como venimos repitiendo— de carácter jurídico. Sin acudir a problemáticas aplicaciones de los mecanismos de la abstracción o de la ficción, debemos concluir que la comunidad estatal en sus componentes humanos (sean individuos o grupos), en su relación con el espacio físico e incluso en las características propias del ejercicio del poder (se acepte en este caso o no el concepto de soberanía) dispone de una existencia de tipo jurídico: es una construcción operada por el Derecho25, la cual nace ordenando en un plano distinto al puramente empírico tanto la población (a la que asigna un conjunto de diversos estatutos, de derechos y de obligaciones, convirtiéndola en pueblo) como a la pura relación física, vital, de ésta con el espacio geográfico (convirtiéndolo en el instrumento y escenario de la actividad política y económica). Esta visión del Estado pertenece por completo al universo del Derecho, no es que tenga un «aspecto legal», como gusta de señalar la sociología política26, sino que estamos ante una comunidad humana a la que el Derecho le da la existencia: no hay Estado sin una urdimbre institucional que da forma al grupo que forman sus miembros.
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			CAPÍTULO II

			
 EL PUEBLO, EL ESTADO Y LA MULTIPLICACIÓN DE LOS ESPÍRITUS

			La comunidad estatal en Roma dispone de una denominación que debe entenderse no en sentido puramente descriptivo sino en un significado estrictamente constitucional: es el populus Romanus (y otras fórmulas semejantes, quizá la más antigua de ellas: populus Romanus Quirites)1. Este planteamiento romano, su insistencia en subrayar la identificación del Estado con el populus, ha sido muchas veces valorado como un rasgo diferencial2 frente a las concepciones modernas sobre el Estado, en las que, como ya hemos mencionado, éste se presenta como la suma de tres «elementos»: el pueblo, el territorio y la soberanía. Llevando la argumentación al extremo, desde estos presupuestos modernos se ha llegado incluso a negar que la comunidad histórica que llamamos Roma pueda considerarse como un Estado, dada la falta del «elemento» territorial en la autocomprensión que la mentalidad política romana desplegaba a la hora de definir e interpretar su propia constitución política.

			En nuestra opinión, asistimos en este planteamiento a una manifestación concreta de un problema metodológico general, que se da habitualmente en la ciencia histórico-jurídica (y en otras parcelas de las humanidades): la necesidad de distinguir entre las cosas y las palabras; y en el consiguiente riesgo de convertir las cuestiones puramente etimológicas en la ratio decidendi de los problemas que suscitan el estudio de las instituciones. La realidad estatal exige por su propia naturaleza un territorio, formación política que tiene su razón de ser en el hecho de haber superado una fase previa en la que las relaciones sociales se articulaban de modo casi exclusivo sobre el parentesco. El hecho de que en los autores y en los textos legislativos romanos la dimensión territorial del Estado parezca tener en ocasiones un papel subordinado no afecta a la naturaleza real de la formación política romana, que no puede ser sino estatal, en la variante —inicialmente al menos— del Estado-ciudad, que es la propia del mundo mediterráneo antiguo3. Además, según veremos en páginas sucesivas, no faltan argumentos basados en las fuentes romanas y, en general, en la descripción de sus instituciones políticas, que nos confirman y refuerzan esta primera impresión acerca de la función determinante del territorio en la experiencia política romana y en lo que podríamos llamar su teoría del Estado.

			Pensamos, por ello, que contra las primeras apariencias existe una cierta continuidad de fondo —compatible con un conjunto numeroso de diferencias, alguna de las cuales señalaremos en este apartado— entre la estructura estatal romana y la moderna, al fin y al cabo, ligadas ambas por lazos históricos incuestionables, que permanecieron «con vida» durante la Edad Media4. Una continuidad que afecta igualmente a la concepción del territorio como factor clave de toda organización estatal. Este desarrollo homogéneo es un fenómeno constatable en la realidad histórica; no tanto en la historia del pensamiento político, dominado por planteamientos filosóficos griegos y germanos (en este caso con pocas simpatías hacia lo romano, como se observa en autores que van desde Herder o Hegel5 hasta Heidegger, herederos de una forma de pensar que ya se había planteado previamente en un sector de la historiografía francesa6 y mucho antes todavía en la controversia sobre legitimidades provocada por la Reforma)7.

			Los autores —es opinión extendida pero no unánime8—, y con independencia de las teorías elegidas en cada caso para explicar su naturaleza jurídico-política, han coincidido en que el populus Romanus designa en Roma lo que en la época moderna llamamos Estado. Una mención aparte merece la expresión res publica que, aunque sucesivamente adopta varios significados9 (alguno de ellos muy próximo al de populus Romanus, lo que explica que a veces pueda traducirse también por «Estado»), marca originariamente una distinción entre la comunidad, el pueblo y el «patrimonio» común10 —incluyendo lógicamente como parte esencial el territorio en sus diversos regímenes jurídicos— de una manera que confirma —ahora ya desde una óptica romana— la necesidad de distinguir entre pueblo (Estado), su organización y el espacio sobre el que se proyecta11.

			Un conocido pasaje de Livio, en el contexto histórico inmediatamente posterior a la toma de Veyes en el 396 a. C., recoge la distinción entre populus Romanus, urbe (ciudad) y res publica. Una corriente de opinión impulsada parcialmente por los tribunos de la plebe planteaba la posibilidad de distribuir la población entre las dos ciudades, Roma y la recientemente conquistada etrusca Veyes. Livio V, 24, 6-1012:

			Ponían incluso a la ciudad (de Veyes) por encima de la ciudad de Roma, tanto por su emplazamiento como por la magnificencia de sus edificios y de sus lugares públicos y privados. Es más, se le daba incluso vueltas a aquella iniciativa que, después de la toma de Roma por los galos, fue, sin duda, más discutida: la emigración a Veyes. Se proponía que residiesen en Veyes una parte de la plebe y una parte del Senado; podían las dos ciudades, formando una sola res publica, ser habitadas por el pueblo romano. Los dirigentes patricios se oponían a esto, hasta el punto de decir que morirían ante los ojos del pueblo romano, antes de que fuese presentada ninguna proposición de ley sobre tales extremos. Si entonces en una sola ciudad había disensiones tan graves, ¿qué ocurriría en dos? (trad. de J. A. Villar Vidal, con algunas modificaciones).

			* * *

			La concepción originaria de la res publica como cosa del pueblo se manifiesta de forma muy signficativa en la protección de los bienes destinados al uso público13 por medio de los interdictos populares14. En estos recursos procesales aparece clara la concepción jurisprudencial del populus Romanus como conjunto de los ciudadanos en un sentido concreto15, muy alejado de las teorías del Estado habituales en el mundo moderno. Para el Derecho romano, al menos por lo que respecta a la titularidad de los bienes públicos, ésta se atribuye a la comunidad, entendida «como un conjunto de individuos iguales»16. No obstante, pensamos que esta mentalidad es compatible con la percepción del populus como una entidad corporativa y no puede valer como un argumento para negar la existencia de la capacidad jurídica del Estado17 y afirmar la inexistencia de la entidad estatal en Roma.

			Tenemos un punto de partida firme en la conocida afirmación de Gayo en sus Instituciones, el cual a la hora de distinguir entre las leyes y los plebiscitos, escribe que mientras la plebe no incluye a los patricios, populus designa a todos los ciudadanos18. Asimismo, plebe significa en algunos casos la multitud19 sin referencia a una precisa organización, a diferencia de populus, que, quizá por su sentido inicialmente militar20, designa con diversos matices a los ciudadanos como integrados en el ordenamiento constitucional. En realidad, la ciudad antigua en sus primeras fases puede considerarse una corporación de guerreros relativamente igualitaria21.

			Sin embargo, en el análisis del concepto de pueblo tal como aparece generalmente en los autores decimonónicos y posteriores podemos identificar una diferencia significativa —al realizar una aproximación desde un punto de vista filosófico-jurídico— respecto a la doctrina jurisprudencial romana. Este cambio de perspectiva afectó al concepto de pueblo y consecuentemente al de Estado.

			Según hemos referido en otros escritos, los juristas de Roma hicieron suya —con los debidos ajustes— una doctrina filosófica de origen griego, concretamente estoica22, sobre los diversos tipos de cuerpos, en la que se ubica la valoración del pueblo (junto con otras entidades)23. Sin entrar de nuevo en el estudio general24 de esta clasificación trimembre, sí nos parece necesario detenernos en esta materia brevemente, para indicar una transformación operada precisamente respecto a la naturaleza atribuida al pueblo. La consideración del pueblo, es decir, del Estado, como una entidad plural, fundada por el Derecho25, en la que cada uno de sus elementos constitutivos, los ciudadanos, conservan su propio espíritu, se va a sustituir desde la segunda mitad del siglo XVIII por una concepción teórica del Estado como entidad unitaria, en la que se pierden las ventajas de la pluralidad y la mediación constitutiva del Derecho. Asistimos por ello a una reaparición del espíritu exclusivo (quod continetur uno spiritu) trasladado desafortunadamente a la entidad estatal.

			En la doctrina romana el pueblo se incluye entre los corpora ex distantibus, es decir, consiste en un cuerpo complejo, cuya unidad es de tipo funcional y en la cual cada elemento conserva su propio carácter individual, es decir, su propio espíritu26: escribe Pomponio al final del fragmento: «Y el tercero, que consta de partes distantes, como muchos cuerpos separados y reunidos por un solo nombre, como el pueblo, una legión o un rebaño», D. 41,3,30 pr.

			En su traslado a la esfera jurídica, el modelo del corpus ex distantibus —«una pluralidad de elementos considerada unitariamente»27— se identifica y a la vez se enriquece con el concepto de nomen y el de universitas28. El uso político y jurídico de la categoría teórica del nomen29, del «nombre», da cuenta de esta peculiar valoración del populus Romanus. El «nombre» se aplica también a entidades complejas diversas del pueblo romano y singularmente a las «federaciones» de los latinos, nomen Latinum30 o de las doce ciudades etruscas, nomen Etruscum31, entre otras. En relación con el nomen Latinum, significativamente descrito también como societas y amicitia, corresponde a Catalano32 el haber llamado la atención sobre los problemas que ofrece la «interpretación germánica» de Mommsen y otros autores. El maestro italiano señala que sólo «un particular ambiente cultural» hace posible traducir nomen (añadimos: una noción lingüística33 y jurídica, artificial y llena de matices) por términos como «Stamm» (raza, estirpe) o «Nation» (nación)34, los cuales son claramente ajenos a la mentalidad ínsita en el constitucionalismo romano, a la hora de describir las realidades políticas asociativas35.

			En comparación con otras concepciones históricas, quisiéramos subrayar la idoneidad de esta posición teórica (cuando no se halla contaminada por adherencias posteriores)36 encarnada en la noción de corpus ex distantibus / nomen. Ella permite conciliar dos principios que aparecen muchas veces contrapuestos entre los teóricos del Estado antiguo y moderno. Por una parte, que el populus Romanus venga incluido en la categoría general de los cuerpos quiere decir que se le reconoce una entidad (una personalidad, se dirá mucho después) que no coincide exactamente con la suma de sus miembros actuales y justifica que no deba insistirse en demasía sobre el carácter «concreto» del populus / Estado en Roma frente a la «abstracción» del Estado moderno (sobre todo en las posiciones inspiradas por las filosofías de Hobbes y de Hegel).

			Por otra parte, el hecho de que se hable de corpus ex distantibus establece una barrera respecto a las teorías que ven en el Estado un individuo por completo diverso de sus partes integrantes, que son sus ciudadanos. Esta doctrina moderadamente corporativa vincula el constitucionalismo romano con la idea del Estado como comunidad, al servicio de los ciudadanos, y no como una especie de entidad separada por completo de sus integrantes y titular de una soberanía teóricamente absoluta. Pensamos que en este sentido debe interpretarse la costumbre romana de utilizar cumulativamente para describir una comunidad política el singular (por ejemplo, civitas, municipium) y el plural (cives, municipes)37, como si el propio uso lingüístico dual procurara una zona intermedia entre la pura disgregación, por una parte, y la unidad independizada por completo de la de sus componentes, por otra. Asimismo, la fórmula populus Romanus Quirites (y equivalentes)38, independientemente de que pueda expresar sintéticamente la formación del populus a partir de la comunidad protourbana de los quirites, ejemplifica muy claramente la concurrencia en el concepto de Estado de elementos unitarios (el populus), junto a una vertiente plural (la mención de sus componentes, quirites o cives).

			Pasados los siglos, al identificar como elemento esencial del pueblo precisamente su espíritu, un espíritu que por definición ha de ser único e indiviso, nuestra vista se vuelve irremediablemente sobre el primer tipo de cuerpos de la clasificación griego-romana. Es el cuerpo contenido en / por un solo espíritu, cuyo modelo básico es el ser humano. Es decir, se ha perdido la visión armónica de la pluralidad del pueblo compatible con una cierta unidad (expresadas ambas en la categoría del «nombre», nomen) y en su lugar ha nacido un individuo39, un ser distinto y separado de la comunidad de los ciudadanos.

			El triunfo40 del concepto de espíritu de un pueblo puede considerarse —por estos motivos— un momento de fractura con la concepción filosófico-política clásica, sea cuales sean los caminos por los que tal concepto discurrió y discurre aún en la actualidad de las ideologías nacionalistas. Dicho de otra manera, frente a la postura moderada, en la que la identidad del pueblo resulta derivar de la de sus componentes, es decir, de sus ciudadanos41, el pensamiento posterior —por regla general— introduce un concepto de pueblo (o nación o Estado) radicalmente separado de aquéllos42, el cual, como ya sabemos, tiende a considerar a la población como un elemento más y no como el núcleo del Estado mismo, entendido prioritariamente como comunidad de ciudadanos. Estas doctrinas deshumanizan al Estado: termina confundido con su entramado burocrático en la medida en que se aleja de la noción central de comunidad. Otras veces es el territorio mismo, interpretado como «patria primordial» el que se eleva a la condición de sujeto político, al que sus habitantes deben servir en un tipo de relación más sentimental que racional, pero muy efectiva en el plano de la praxis política.

			La irrupción en la doctrina política, jurídica y filosófica del espíritu del pueblo supone, pues, como decimos, una desviación del modelo clásico romano43. Y una vía de acceso a la posibilidad primero teórica y luego también histórica del Estado totalitario. Para intentar explicar con un poco más de detenimiento este fenómeno jurídico y filosófico de la modificación del significado profundo del Estado operado en la historiografía jurídica a partir sobre todo del siglo XIX Examinaremos brevemente a dos autores que dentro del universo filosófico y cultural alemán ejercieron una influencia determinante que afectó directamente a los estudios sobre Derecho romano, sobre todo en su vertiente constitucional. Dada la irradiación que durante décadas se ha producido desde Alemania a todos los sectores de la investigación, se comprenderá la necesidad de entrar—siquiera sea de forma muy esquemática— en esta materia para buscar un poco de orientación crítica y para tomar consciencia de que gran parte de la investigación posterior44 se halla de manera más o menos implícita condicionada por algunos rasgos característicos de la mentalidad germana. Los autores a los que nos referimos son Herder y Hegel45. La tensión creativa que se da en Herder entre humanidad46 y nación —y los espíritus oportunamente invocados— reaparece en Hegel con perfiles mucho menos moderados.

			Influido por la noción de «espíritu» de Montesquieu47 y de otros autores franceses48, Herder modifica el espíritu general (y racional) de la Ilustración49 y opone a éste «la comprensión de los espíritus de los pueblos50 y de las épocas como verdaderas entidades espirituales, como formaciones estructurales autónomas dominadas por fuerzas centrales configuradoras»51. A través de la pluralidad de los pueblos florece el genio de la humanidad 52, y aunque se afirma que ésta es el sujeto de la historia lo cierto es que son las naciones las verdaderas protagonistas, como si fueran encarnaciones sucesivas de aquella humanidad difusa53 que le había servido a Herder para escribir una filosofía de la historia, en un estilo que en medida no menor retomará el mismo Hegel. De modo que el motor decisivo, el que opera en cada individuo histórico, es decir, en cada nación o pueblo, resulta ser este espíritu del pueblo del que venimos hablando. Con palabras de Benavides Lucas, a quien estamos siguiendo en este párrafo:

			Los ilustrados —Montesquieu, Voltaire— habían visto en el esprit de los pueblos una a modo de sustancia o elemento subsistente bajo los cambios. De ese concepto parte Herder, pero sus juveniles incursiones en la poesía popular alemana le permitieron recamarlo de irisaciones nuevas: como una fuerza creadora y configuradora, de carácter irreductible y misterioso, más cercana de la naturaleza como matriz de formas siempre nuevas que de la fuerza configuradora del Derecho en que insistirá la posterior Escuela Histórica54.
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